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y efectiva indefensión. Y ello porque, dice el Ministerio
Público, «el Órgano Judicial de apelación ... acordó ex
officio la práctica de una diligencia de prueba, no pro-
puesta por ninguna de las partes y, en segundo término,
después de practicada la misma, no acordó la apertura
de trámite alguno de audiencia a las mismas antes de
dictar sentencia, lo que generó una real y efectiva
indefensión».

Entiende el Ministerio público que no puede ser repu-
tado este remedio procesal como manifiestamente pro-
cedente en el presente caso. Y señala, a tal efecto, que
el art. 795.7 LECrim, aplicable al caso por razón de la
remisión efectuada por el art. 976 LECrim, únicamente
contempla la hipótesis de celebración de vista oral en
el recurso de apelación cuando la práctica de prueba
hubiera sido solicitada por las partes, pero no cuando
se acuerde de oficio por el propio órgano judicial, de
lo cual concluye que es razonable estimar, como lo esti-
mó la parte recurrente, que no se está ante un supuesto
en el que procediese la promoción del citado incidente.

Ahora bien, debe despejarse en todo caso la duda
que suscita el Ministerio Fiscal al plantear dicha cuestión,
sin que para ello sea óbice el hecho de que éste descarte
la concurrencia del vicio de procedibilidad identificado.
En efecto, tratándose de una cuestión de orden público
procesal, la hipotética apreciación del incumplimiento
del requisito atinente al agotamiento de todos los recur-
sos utilizables en la vía judicial previa determinaría inexo-
rablemente la inadmisión de la presente demanda en
aplicación de lo dispuesto en los arts. 50.1 a) y 44.1
a), ambos de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

3. Como hemos dicho en las SSTC 158/1995, de
6 de noviembre, FJ 2, y 156/2000, de 12 de junio,
FJ 2, «la subsidiariedad del proceso constitucional de
amparo implica su improcedencia cuando exista cual-
quier otra vía que permita remediar la supuesta vulne-
ración padecida en los derechos y libertades susceptibles
de ser invocados ante este Tribunal». Por ello «deben
utilizarse todos los recursos que ofrecen las leyes vigen-
tes, dirigidos a corregir o reparar la supuesta vulneración,
es decir, agotar todos los medios de impugnación ordi-
narios o extraordinarios antes de acudir al amparo cons-
titucional» (STC 156/2000 y, en el mismo sentido, SSTC
173/1999, de 27 de septiembre, FJ 2; 4/2000, de 17
de enero, FJ 2; 52/2000, de 28 de febrero, FJ 3; y
86/2000, de 27 de marzo, FJ 2, entre otras).

Así pues, debe examinarse si en el presente caso
se respetó o no la subsidiariedad del amparo: En defi-
nitiva, si debió la parte recurrente promover el incidente
de nulidad de actuaciones que prevé el art. 240.3 LOPJ.
A tal efecto conviene señalar que la queja expresada
por quien recurre en amparo no se fundamenta en la
omisión de la celebración de vista oral en el trámite
de apelación, a que alude el Ministerio Fiscal, sino en
la situación de indefensión producida al ser estimado
el recurso por la Sentencia ahora impugnada basándose
en unos datos obtenidos por el Magistrado juzgador sin
conocimiento ni intervención de las partes.

En consecuencia, es preciso establecer si en el caso
que nos ocupa concurre el presupuesto habilitante de
la promoción del incidente de nulidad consistente en
la existencia de «defectos de forma que hubieran cau-
sado indefensión», según los términos del mencionado
art. 240.3 LOPJ.

4. La Sentencia recurrida en amparo llega a una
conclusión que difiere radicalmente de la expresada en
la Sentencia de instancia —entonces apelada— acerca
del modo como se produjo el accidente que dio lugar
al juicio de faltas mencionado. Para ello parte de las
versiones contradictorias de los conductores poniéndo-
las en relación con los resultados del reconocimiento
del lugar de los hechos efectuado personalmente por
el Juzgador, especialmente los extremos relativos a la
sincronización de los semáforos. Tomando como base

lo apreciado en ese reconocimiento, en particular la fre-
cuencia de cambio de los semáforos, descarta la relación
de causalidad sobre las que se funda el pronunciamiento
de instancia y dicta una nueva Sentencia, la ahora impug-
nada, por la que, al tiempo que absuelve a doña Carmen
Arauz Martínez (condenada en la instancia), condena
a don Juan Carlos Melero Serrano (que había sido absuel-
to en la instancia), como autor de una falta de impru-
dencia leve del art. 621.3 CP, imponiendo la pena corres-
pondiente y señalando las indemnizaciones pertinentes,
con declaración de la responsabilidad civil directa y soli-
daria de la entidad aseguradora, recurrente en amparo.

En definitiva, el pronunciamiento condenatorio de la
Sentencia de apelación (con revocación de la Sentencia
de instancia) responde a la convicción del Juzgador fun-
damentada principalmente en los datos obtenidos
mediante el mencionado reconocimiento. Ahora bien,
tal reconocimiento es, en realidad, una actuación judicial
que tiene materialmente el carácter de prueba (en cuanto
directamente dirigido a conocer unos datos que permitan
alcanzar la convicción sobre cómo ocurrieron los hechos)
sin que hubiera habido una recepción formal del recurso
a prueba y sin que se hubiera dado posibilidad de inter-
vención alguna a las partes.

La exposición precedente pone de manifiesto la exis-
tencia de una efectiva indefensión producida por la omi-
sión de requisitos formales, en cuanto la actuación rese-
ñada se llevó a cabo al margen del procedimiento regular
de apelación, para incorporar sus resultados al proceso
solamente en la resolución final del mismo, esto es, en
la Sentencia. Así pues, ha concurrido en el presente caso
el presupuesto legal de indefensión por defectos de for-
ma, que prevé el art. 240.3 LOPJ.

En consecuencia, el recurso de amparo debe ser inad-
mitido, aun hallándonos en el presente momento pro-
cesal (SSTC 52/2000, de 28 de febrero, y 156/2000,
de 12 de junio), por no haber sido promovido oportu-
namente el incidente de nulidad de actuaciones (art.
240.3 LOPJ), todo ello con fundamento en lo dispuesto
en el art. 50.1 a), en relación con el art. 44.1 a), ambos
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada en Madrid a diecisiete de septiembre de dos

mil dos.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa Pérez
Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

19482 Pleno. Sentencia 166/2002, de 18 de sep-
tiembre de 2002. Recurso de inconstitucio-
nalidad 2989/95. Promovido por el Presiden-
te del Gobierno, en relación con diversos pre-
ceptos de la Ley de la Asamblea de la Región
de Murcia 7/1995, de 21 de abril, de la fauna
silvestre, caza y pesca fluvial.
Competencias sobre medio ambiente: espe-
cies protegidas, infracciones y sanciones por
caza. Nulidad parcial de los preceptos auto-
nómicos.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Presidente, don
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Pablo García Manzano, don Pablo Cachón Villar,
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo Jimé-
nez Sánchez, doña María Emilia Casas Baamonde, don
Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, don Roberto
García-Calvo y Montiel y don Eugeni Gay Montalvo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2989/95,
interpuesto por el Presidente del Gobierno, en relación
con diversos artículos y con el Anexo III de la Ley
7/1995, de 21 de abril, de la fauna silvestre, caza y
pesca fluvial, aprobada por la Asamblea Regional de la
Región de Murcia. Ha sido Ponente el Magistrado don
Pablo García Manzano, quien expresa el parecer del
Tribunal.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal Constitucional el día 2 de agosto
de 1995, el Presidente del Gobierno, representado por
el Abogado del Estado, interpone recurso de inconsti-
tucionalidad frente a diversos preceptos de la Ley
7/1995, de 21 de abril, de la fauna silvestre, caza y
pesca fluvial, aprobada por la Asamblea Regional de la
Región de Murcia (publicada en el «Boletín Oficial de
la Región de Murcia» el día 4 de mayo de 1995), en
concreto, frente al primer párrafo del art. 27 en relación
con el Anexo III, y los arts. 103.1 y 113 c) en relación
con los números 1, 2 y 4 del artículo 112.

2. En el escrito de interposición del recurso de
inconstitucionalidad se comienza afirmando que los pre-
ceptos impugnados de la Ley autonómica exceden del
marco que respecto de la distribución de competencias
entre el Estado y las Comunidades Autónomas establece
la normativa básica recogida en la Ley 4/1989, de 27
de marzo, de conservación de los espacios naturales
y de la flora y fauna silvestres (en adelante, LCEN), y
en el Real Decreto 1118/1989, de 15 de septiembre,
por el que se determinan las especies objeto de caza
y pesca comercializables y se dictan normas al respecto.
Se recuerda que el art. 149.1.23 CE reserva al Estado
la legislación básica sobre protección del medio ambiente.

Se señala que, en primer lugar, es objeto del recurso
de inconstitucionalidad el primer párrafo del art. 27 de
la Ley autonómica, en conexión con su Anexo III, al deter-
minar que «Sólo podrán ser objeto de ... comercialización,
en vivo o en muerto, las especies que se incluyen en
el anexo III», ya que en dicho Anexo figuran diversas
aves (paloma bravía, tórtola común, tórtola turca, zorzal
común, tórtola real, zorzal alirrojo, zorzal charlo, estornino
pinto, estornino negro, jilguero, pardillo, verderón y ver-
decillo) y una especie de pez (black-bass o perca ame-
ricana) que, de acuerdo con lo previsto en los arts. 1
y 2.1 del Real Decreto 1118/1989 (preceptos respecto
de los que su Disposición adicional cuarta declara que
tienen el carácter de normativa básica), no son comer-
cializables en el territorio nacional, al no figurar en su
Anexo, habiendo sido reconocida la constitucionalidad
de tal normativa básica en la STC 102/1995. Por tanto,
el precepto autonómico, en la medida en que contradice
la normativa básica estatal, es inconstitucional.

En segundo lugar, se consideran inconstitucionales
el art. 103.1 de la Ley autonómica, al establecer que
las infracciones muy graves prescribirán en el plazo de
tres años, y el art. 113 c), al sancionar tales infracciones
con multa de 1.000.001 a 50.000.000 de pesetas. Se
comienza señalando que los arts. 38 y 39 de la Ley
4/1989 configuran las infracciones y sanciones admi-

nistrativas que, con carácter básico, deben aplicarse en
todo el territorio nacional, para evitar separaciones o
compartimentaciones que pudieran desconocer la propia
unidad del ecosistema nacional de las especies prote-
gidas. Con cita de la STC 170/1989 se afirma que la
legislación estatal básica en materia de protección del
medio ambiente, que debe ser respetada por las Comu-
nidades Autónomas, posee la característica técnica de
normas mínimas de protección que permiten normas
adicionales o un plus de protección, cumpliendo una
función no de uniformidad relativa, sino de ordenación
mediante mínimos que han de respetarse en todo caso.
Se añade que la STC 102/1995 ha confirmado la cons-
titucionalidad de la regulación de las infracciones con-
tenida en los arts. 37 a 41 de la Ley 4/1989, cuyo
carácter básico declara la Disposición adicional quinta.

Pues bien, partiendo de que, a juicio del recurrente,
las infracciones muy graves previstas en los números
1, 2 y 4 del art. 112 de la Ley autonómica coinciden,
en su tipificación y contenido, con las establecidas en
los números 1, 6 y 7 del art. 38 de la Ley básica estatal,
entiende que los preceptos impugnados [arts. 103.1 y
113 c)] son inconstitucionales por establecer un plazo
de prescripción de tales infracciones inferior al previsto
en el art. 41.1 LCEN (cuatro años), y por sancionar las
mismas con menos intensidad y severidad que el art.
39.1 LCEN (que se refiere a multa de 10.000.001 a
50.000.000 de pesetas). Se añade que las especies cata-
logadas en peligro de extinción o vulnerables a la alte-
ración de su hábitat no tienen la consideración de piezas
de caza, de manera que la competencia exclusiva que
en materia de caza tiene la Región de Murcia no sirve
de título para establecer tales infracciones y sanciones
al margen de la legislación básica estatal sobre protec-
ción del medio ambiente y del ecosistema nacional de
las especies protegidas, pudiendo también señalarse,
desde otra perspectiva, que la conservación de las espe-
cies amenazadas o protegidas forma parte esencial del
medio ambiente, de modo que si la caza es una forma
de explotación de los recursos naturales y la utilización
racional de esos recursos constituye un elemento fun-
damental para la protección del medio ambiente, la com-
petencia autonómica en materia de caza se encuentra
subordinada a la legislación básica estatal sobre pro-
tección del medio ambiente, lo cual también se explica
por el carácter suprarregional que tiene, casi por defi-
nición, el asentamiento de las especies, esto es, por el
debido respeto a la unidad del sistema ecológico.

En consecuencia, se solicita de este Tribunal que,
tras la pertinente tramitación, dicte Sentencia por la que,
con estimación del recurso de inconstitucionalidad inter-
puesto, declare inconstitucionales y nulos los preceptos
impugnados. Por otrosí digo se solicita, al amparo de
lo previsto en los arts. 161.2 CE y 30 LOTC, la suspensión
de la vigencia de los preceptos impugnados.

3. Por providencia de la Sección de Vacaciones de
este Tribunal de 18 de agosto de 1995, se acordó admitir
a trámite el recurso de inconstitucionalidad interpuesto,
y dar traslado de la demanda y documentos presentados,
conforme al art. 34.1 LOTC, al Congreso de los Diputados
y al Senado, por conducto de sus Presidentes, así como
a la Asamblea Regional y al Consejo de Gobierno de
la Región de Murcia, al objeto de que en el plazo de
quince días pudieran personarse en el procedimiento
y formular las alegaciones que estimaren convenientes.
Asimismo, se acordó tener por invocado por el Presi-
dente del Gobierno el art. 161.2 CE, lo que, a su tenor
y como establece el art. 30 LOTC, producía la suspensión
de la vigencia y aplicación de los preceptos impugnados
desde la fecha de interposición del recurso para las par-
tes legitimadas en el proceso, y desde la publicación
del correspondiente edicto en el «Boletín Oficial del
Estado» para los terceros, así como publicar la incoación
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del recurso y la suspensión acordada en el «Boletín Oficial
del Estado» (lo que tuvo lugar el día 24 siguiente) y
en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» (lo que
tuvo lugar el día 6 de septiembre de 1995).

4. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el día 7 de septiembre de 1995,
el Presidente del Congreso de los Diputados puso en
conocimiento del Tribunal que la Mesa de la Cámara,
en reunión celebrada el día 5 anterior, había acordado
comunicar al Tribunal Constitucional que, aun cuando
el Congreso de los Diputados no se personaría en el
procedimiento ni formularía alegaciones, ponía a su dis-
posición las actuaciones de la Cámara que pudiera
precisar.

Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el día 8 de septiembre de 1995,
el Presidente del Senado puso en conocimiento del Tri-
bunal que la Mesa de la Cámara, en reunión celebrada
el día 5 anterior, había acordado dar por personada a
la Cámara en el recurso de inconstitucionalidad y por
ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 LOTC.

Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el día 25 de septiembre de
1995, el Presidente de la Asamblea Regional de la
Región de Murcia comunicó que, en sesión del día 7
de septiembre, la Diputación Permanente de la Cámara
tomó la decisión de no personarse ni formular alega-
ciones en el recurso de inconstitucionalidad, quedando
a disposición del Tribunal los antecedentes relativos a
la tramitación parlamentaria de la Ley impugnada. El
Consejo de Gobierno de la Región de Murcia no presentó
escrito alguno.

5. Por providencia de la Sección Segunda de este
Tribunal de 27 de noviembre de 1995, se acordó que,
próximo a finalizar el plazo de los cinco meses que señala
el art. 161.2 CE, se oyera al Abogado del Estado, como
parte personada en el recurso de inconstitucionalidad,
para que, en el plazo de cinco días, expusiere lo que
considerase oportuno acerca del mantenimiento o levan-
tamiento de la suspensión de la vigencia y aplicación
de los preceptos impugnados. Formuladas tales alega-
ciones, el Pleno del Tribunal, por Auto 353/1995, de
20 de diciembre, acordó mantener tal suspensión, lo
que se hizo público en el «Boletín Oficial del Estado»
del día 5 de enero de 1996.

6. Por providencia de 17 de septiembre de 2002
se señaló para votación y fallo de la presente Sentencia
el día 18 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El Presidente del Gobierno pretende, mediante
la formulación del presente recurso de inconstituciona-
lidad, que declaremos inconstitucionales y nulos diversos
preceptos de la Ley de la Asamblea Regional de Murcia
7/1995, de 21 de abril, de la fauna silvestre, caza y
pesca fluvial. La Ley impugnada se inserta en el contexto
normativo dirigido a tutelar la biodiversidad, el medio
ambiente y los ecosistemas existentes en dicha Comu-
nidad Autónoma, contexto en el que ha de situarse, en
su primera etapa, una regulación protectora específica
para un determinado ámbito geográfico, cual es la Ley
regional 3/1987, de protección y armonización de usos
del Mar Menor (que fue declarada constitucional, en los
concretos preceptos en que fue impugnada, por este
Tribunal en su STC 36/1994, de 10 de febrero), y a
la que siguieron dos leyes de la Asamblea Regional de
Murcia, de más amplias perspectivas y propósitos, como
son la Ley 4/1992, de 30 de julio, conteniendo normas
reguladoras sobre ordenación y protección del territorio,
y la Ley 1/1995, de 8 de marzo, sobre protección
ambiental. Tras estas Leyes autonómicas, se promulgó
la Ley ahora impugnada, dirigida a conciliar las activi-

dades de la caza y la pesca continental con la adecuada
protección de la riqueza faunística y de sus hábitats natu-
rales, ejercitando una acción tutelar sobre la fauna sil-
vestre de dicha Comunidad Autónoma.

2. Los preceptos concretos de la referida Ley
7/1995 objeto de la pretensión de inconstitucionalidad
son tres: en primer término, el art. 27, en su primer
párrafo o inciso, en relación con el Anexo III de la Ley,
precepto que, bajo la rúbrica «Especies de la fauna sil-
vestre objeto de aprovechamiento» dispone:

«Sólo podrán ser objeto de caza, captura o comer-
cialización en vivo o en muerto, las especies que se
incluyen en el anexo III.»

En segundo lugar, se impugna el art. 103.1 relativo
a la prescripción de las infracciones muy graves, y cuyo
tenor literal es el siguiente:

«Artículo 103. Prescripción.

1. Las infracciones administrativas contra lo dis-
puesto en esta Ley prescribirán: las muy graves, en el
plazo de tres años; las graves en el de dos, y las leves,
a los seis meses.»

Y, finalmente, el recurso se dirige contra el art. 113 c)
que lleva por rúbrica «Cuantías», y que dispone:

«Artículo 113. Cuantías.

Las infracciones a que se refiere el régimen protector
de la fauna silvestre se sancionarán en la siguiente forma:
c) Las infracciones muy graves, con multa de 1.000.001
a 50.000.000 de pesetas.»

Ha de advertirse que los dos últimos preceptos que
se han dejado transcritos, integrantes del régimen san-
cionador previsto por la norma autonómica, han de
ponerse en conexión, por referirse exclusivamente a la
prescripción y a la cuantía mínima de las multas corres-
pondientes a las infracciones muy graves, con las que
con este máximo reproche se configuran en el art. 112
de la Ley impugnada, y más concretamente con los ilí-
citos administrativos descritos en sus apartados 1, 2
y 4, conexión que es puesta de relieve en su demanda
por el Abogado del Estado.

Asimismo, y con el mismo carácter de precisión pre-
via, hemos de señalar que la Resolución de la Subse-
cretaría del Ministerio de Medio Ambiente, de 21 de
noviembre de 2001, en su apartado quinto, lleva a cabo
la conversión de pesetas a euros respecto de las cuantías
de las sanciones pecuniarias previstas en el art. 39.1 de
la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de conservación de
los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres
(en adelante, LCEN).

3. La pretensión de inconstitucionalidad se ejercita
bajo la común consideración, propia del conflicto com-
petencial subyacente al recurso, de que los mencionados
preceptos de la Ley murciana vulneran la distribución
competencial contenida en el art. 149.1.23 CE, que asig-
na al Estado la competencia exclusiva para dictar la legis-
lación básica sobre protección del medio ambiente, sin
perjuicio de las facultades de las Comunidades Autó-
nomas de establecer normas adicionales de protección,
en cuanto que aquéllos se oponen a las previsiones de
la normativa básica estatal, contenida, de un lado, en
la referida Ley 4/1989 (LCEN) y, de otro, del comple-
mentario Real Decreto 118/1989, de 15 de septiembre,
por el que se determinan las especies objeto de caza
y pesca comercializables, y se dictan normas al respecto,
en desarrollo del art. 34.c) LCEN.
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Así planteado el recurso que ahora decidimos, y en
los términos expresados, entre otras, en la STC
163/1995, de 8 de noviembre (FJ 5), la inconstitucio-
nalidad que se propugna revestiría un carácter mediato
o indirecto, en cuanto que la infracción por la Ley auto-
nómica del orden constitucional de distribución de com-
petencias derivará, en su caso, de su efectiva contra-
dicción con la norma estatal básica. Y ello exigirá, como
declaró la STC 151/1992, de 19 de octubre (FJ 1),
comprobar que la norma estatal que se reputa infringida
por la Ley autonómica es realmente una norma básica
y, por tanto, dictada legítimamente al amparo del corres-
pondiente título competencial que la Constitución haya
reservado al Estado, así como que la contradicción entre
ambas normas, estatal y autonómica, es, como se ha
dicho, efectiva.

4. En primer lugar, afirma el recurrente la incons-
titucionalidad del art. 27, primer párrafo, de la Ley auto-
nómica, en conexión con su Anexo III, en cuanto que
vendría a entrar en contradicción con las previsiones
del citado Real Decreto 1118/1989.

Hemos de recordar que el primer párrafo del art. 27
de la Ley autonómica establece, en lo que ahora interesa,
que «Sólo podrán ser objeto de ... comercialización, en
vivo o en muerto, las especies que se incluyen en el
anexo III», señalando el recurrente que en dicho Anexo
III figuran trece especies de aves y una especie de pez
(black-bass o perca americana) que, por el contrario, no
aparecen recogidos en el anexo del Real Decreto
1118/1989.

Para la adecuada solución de la cuestión que nos
ocupa, es preciso considerar que el art. 34 c) LCEN esta-
blece, como determinación relacionada con la actividad
cinegética y acuícola, que «Sólo podrán ser objeto de
comercialización, en vivo o en muerto, las especies que
reglamentariamente se determinen», señalando la Dis-
posición adicional quinta LCEN que tal precepto tiene
el carácter de norma básica, a los efectos de lo previsto
en el art. 149.1.23 CE. Y en la STC 102/1995, de 26
de junio (FJ 26), confirmamos expresamente la cons-
titucionalidad de tales previsiones, en cuanto dictadas
en ejercicio de la competencia estatal para establecer
la legislación básica sobre protección del medio ambien-
te, dada su directa finalidad tuitiva de las correspon-
dientes especies.

Pues bien, al amparo del citado art. 34 c) LCEN se
dictó el Real Decreto 1118/1989, de 15 de septiembre,
cuyo art. 1, que según su Disposición adicional cuarta
tiene el carácter de normativa básica estatal, declara
comercializables en todo el territorio nacional las espe-
cies objeto de caza y pesca que se relacionan en el
Anexo del propio Real Decreto. En el fundamento jurídico
26 de la STC 102/1995 señalamos que la legitimidad
constitucional del art. 34 c) LCEN, como norma de carác-
ter básico, se transmite a su desarrollo reglamentario
contenido en el Real Decreto 1118/1989, añadiendo
en el fundamento jurídico 27 que la previsión reglamen-
taria de que sólo puedan comercializarse, en todo el
territorio nacional, las especies que puedan cazarse o
pescarse incluidas en su anexo, tiene efectivamente
carácter básico, en cuanto que es clara su vinculación
directa con la actividad tutelar propia del medio ambiente
como título competencial, pues efectivamente responde
al «propósito de garantizar la conservación de las espe-
cies autóctonas y la preservación de la diversidad gené-
tica», en los términos del propio art. 1 del Real Decreto
1118/1989.

Así las cosas, si se examinan comparativamente las
especies de la fauna silvestre que se incluyen en el Anexo
III de la Ley autonómica con las recogidas en el corres-
pondiente Anexo del Real Decreto 1118/1989 se advier-
te que, efectivamente y como señala la demanda, en
aquél aparecen comprendidas diversas especies no

incluidas en la enumeración taxativa del mencionado
Real Decreto, desbordando así el ámbito objetivo de esta
norma reglamentaria estatal. De este modo, las especies
incorporadas por la regulación autonómica, en cuanto
no recogidas por la determinación limitativa de la norma
básica estatal, y conforme a lo previsto en el primer
párrafo del art. 27 de la Ley de la Asamblea Regional
de Murcia, serían susceptibles de comercialización, en
vivo o en muerto, siendo así que tales especies de la
fauna silvestre no se hallan mencionadas en el catálogo
contenido en el Anexo del Real Decreto 118/1989, lo
que, conforme a lo dispuesto en su art. 1, supone que
no podrán ser comercializadas en todo el territorio nacio-
nal. Se produce así, respecto de tales especies, una con-
tradicción efectiva entre la norma autonómica y la norma
básica estatal, cuyo carácter básico se declara en la Dis-
posición adicional cuarta del Real Decreto 1118/1989,
lo que determina, según antes expusimos, la inconsti-
tucionalidad mediata o indirecta del correspondiente pre-
cepto autonómico (art. 27, primer párrafo, en relación
con el Anexo III de la Ley autonómica impugnada), por
vulneración de las previsiones del art. 149.1.23 CE.

En este sentido, y en un plano de mayor concreción,
habida cuenta de que el contenido del referido Anexo
III de la Ley recurrida sirve también a otros fines distintos
de la determinación de las especies de fauna silvestre
que pueden ser objeto de comercialización (fines que
quedan al margen de la presente impugnación), nuestro
pronunciamiento ha de constreñirse a declarar incons-
titucional el mencionado párrafo o inciso primero del
art. 27 de la Ley autonómica en cuanto considera sus-
ceptibles de comercialización, en vivo o en muerto, las
especies recogidas en su Anexo III a las que se refiere
el escrito de demanda del Abogado del Estado, y que
detallamos en los antecedentes, si bien con la salvedad
de que la referencia que en dicho escrito se hace, con
error que ahora subsanamos, a la especie denominada
«tórtola real» ha de entenderse realizada al «zorzal real»,
por lo que en este primer extremo procede estimar el
recurso en su integridad.

5. No es obstáculo que se oponga a la conclusión
alcanzada, determinante de una eventual matización a
la misma, el que la Ley murciana objeto de impugnación
incluya en su Anexo III, junto o además de las com-
prendidas en los epígrafes de «especies cazables» y «es-
pecies pescables», las que denomina «especies captu-
rables» y entre las que enumera cuatro especies de aves
no comprendidas, como susceptibles de comercializa-
ción, en el catálogo estatal al que venimos aludiendo
(como son el jilguero, el pardillo, el verderón y el ver-
decillo), al suscitarse, en principio la duda de si estas
especies capturables de la fauna silvestre son también
«objeto de caza y pesca», en los términos del art. 1
del Real Decreto 1118/1989. La duda se disipa, lle-
gando a una conclusión afirmativa, si atendemos al régi-
men protector de la Ley murciana, que considera moda-
lidad tradicional de caza en la Región la captura en vivo
de estas especies de aves, pertenecientes al grupo o
clase de los fringílidos. Así se desprende del párrafo sexto
del Preámbulo de la Ley, y de los arts. 54.2 (que lo
califica como procedimiento tradicional de caza) y 75.1
(que prevé un régimen de autorización previa para dicha
modalidad de caza o captura en vivo de esta especie
de aves silvestres), ambos preceptos comprendidos en
el Capítulo III del Título III relativo a la caza. Hemos,
pues, de concluir que también estas especies capturables
constituyen objeto de caza, al efecto de quedar some-
tidas al régimen limitado de comercialización que, con
carácter básico, se contiene en los arts. 1, 2.1 y con-
cordantes del tan repetido Real Decreto 1118/1989 y
su Anexo.

En el mismo sentido, comprensivo de la captura en
vivo de animales silvestres como modalidad de caza,
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cabe aludir al art. 26.4 LCEN, en cuyo párrafo segundo
se contiene la expresa prohibición, respecto de dicha
fauna silvestre, del comercio de ejemplares vivos o muer-
tos o de sus restos, incluido el comercio exterior.

6. En segundo lugar, considera el recurrente incons-
titucionales los arts. 103.1 y 113 c), en conexión con
los números 1, 2 y 4 del art. 112 de la Ley autonómica.
Partiendo de que las infracciones muy graves previstas
en los citados números del art. 112 de la Ley autonómica
coinciden con las recogidas como primera, sexta y sép-
tima en el art. 38 LCEN (que, conforme al art. 39.2 LCEN,
han de calificarse como muy graves), entiende el
recurrente que el art. 103.1 de la Ley autonómica, al
prever que tales infracciones prescribirán en el plazo
de tres años, contradice lo establecido en el art. 41.1
LCEN, que exige que las infracciones muy graves pres-
criban a los cuatro años, mientras que, por su parte,
el art. 113 c) de la Ley autonómica, al recoger que las
indicadas infracciones se sancionarán con multa de
1.000.001 a 50.000.000 de pesetas, desconoce res-
pecto del quantum mínimo las exigencias del art. 39.1
LCEN, que señala que las infracciones muy graves serán
sancionadas con multa de 10.000.001 a 50.000.000
de pesetas. Debe tenerse en cuenta que la Disposición
adicional quinta LCEN declara que son normas básicas,
a los efectos de lo previsto en el art. 149.1.23 CE, sus
arts. 37 a 41, que componen el Título VI de la Ley estatal,
bajo la rúbrica «De las infracciones y sanciones».

De lo que acabamos de exponer se desprende, ante
todo, que la inconstitucionalidad pretendida parte de que
existe una coincidencia entre el contenido de las infrac-
ciones tipificadas como muy graves en el art. 112 de
la Ley autonómica y el de las establecidas en el art.
38 de la Ley estatal a las que hemos aludido, lo que
nos exige comprobar si, como sostiene el recurrente,
tal coincidencia realmente se produce. En este sentido,
debe tenerse presente que la modificación del contenido
de las infracciones previstas como sexta y séptima en
el art. 38 LCEN, llevada a cabo por el apartado 3 del
art. único de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre, carece
de relevancia a los efectos del presente recurso de
inconstitucionalidad, ya que la leve alteración que intro-
duce no afecta al contenido de las infracciones muy
graves de la Ley autonómica impugnada.

De esta manera, debemos comenzar por determinar
si existe coincidencia entre la infracción tipificada en
el número 4 del art. 112 de la Ley autonómica, que
se configura como «La utilización de productos químicos,
sustancias biológicas, la realización de vertidos o de
derrame de residuos que alteren las condiciones de habi-
tabilidad de las Áreas de Protección de la Fauna Silvestre
con daño para los valores y fauna en ellos contenidos»,
y la infracción recogida como primera en el art. 38 LCEN,
que se tipifica como «La utilización de productos quí-
micos, sustancias biológicas, la realización de vertidos
o de derrame de residuos que alteren las condiciones
de habitabilidad de los espacios naturales protegidos
con daño para los valores en ellos contenidos». Su exa-
men conjunto muestra la existencia de diferencias en
el contenido de los preceptos, y si bien la circunstancia
de que la Ley autonómica aluda específicamente al daño
a la «fauna» no debe considerarse relevante a los efectos
que nos ocupan (en cuanto que parece claro que entre
los «valores» que menciona la Ley estatal se encuentran
también los referidos, en su caso, a la fauna), sí puede
plantear dudas que la Ley estatal se refiera a «espacios
naturales protegidos» y la Ley autonómica a las «Áreas
de Protección de la Fauna Silvestre».

Para solucionar tal cuestión, debe partirse de que
la LCEN, en el Capítulo II de su Título III, regula los «es-
pacios naturales protegidos» (a los que expresamente
se refiere la rúbrica de tal Capítulo: «De los espacios
naturales protegidos»), señalando en su art. 12 que los

mismos se clasificarán en alguna de estas categorías:
parques, reservas naturales, monumentos naturales y
paisajes protegidos que, en los preceptos siguientes se
definen, determinándose diversos aspectos de su régi-
men jurídico. Y ya en el Capítulo III del mismo Título
III (Capítulo cuya rúbrica es «Competencias administra-
tivas», siendo la del citado Título III «De la protección
de los espacios naturales») contiene la declaración, en
su art. 21.2, de que las Comunidades Autónomas con
competencia exclusiva en materia de espacios naturales
protegidos, y con competencia para dictar normas adi-
cionales de protección en materia de medio ambiente,
podrán establecer, además de las figuras previstas en
los artículos anteriores (esto es, en aquéllos que integran
el citado Capítulo II del Título III), otras diferentes, regu-
lando sus correspondientes medidas de protección. Por
su parte, la Disposición transitoria segunda LCEN señala
que «A efectos de la debida coordinación en cuanto
a la aplicación de la normativa básica, denominación
y homologación internacional, en su caso, las Comuni-
dades Autónomas procederán a la reclasificación de los
espacios naturales protegidos que hayan declarado con-
forme a su normativa y que se correspondan con las
figuras reguladas en esta Ley, y sin perjuicio de lo esta-
blecido en su artículo 21.2».

En relación con tales preceptos, declaramos en la
STC 102/1995 (FJ 17) la corrección constitucional de
la atribución de carácter básico a la clasificación de los
espacios naturales protegidos en cuatro tipos, contenida
en el art. 12 LCEN, así como a los preceptos que recogían
la definición y régimen jurídico de cada uno de ellos,
destacando que las definiciones de cada modalidad, en
función de sus características objetivas, pretenden una
homogeneidad tan conveniente en un plano pragmático
como necesaria para su plena eficacia, y que el régimen
jurídico homogéneo sirve de mínimo común denomina-
dor a la finalidad de asegurar el disfrute por todos del
derecho a un medio ambiente adecuado para el desarro-
llo de la persona, con el deber correlativo de conservarlo
como reflejo de la solidaridad colectiva. Y en el fun-
damento jurídico 18 de la STC 102/1995, al confirmar
también la constitucionalidad del carácter básico de la
Disposición transitoria segunda LCEN, se afirma que la
reclasificación de los espacios naturales protegidos ya
calificados como tales por las Comunidades Autónomas,
que se les impone, tiene una finalidad indispensable para
hacer efectivas las previsiones básicas de la propia Ley,
coordinando su aplicación en tal aspecto y también para
homogeneizar la denominación y conseguir la homolo-
gación internacional, añadiendo que ello se hace «con
explícito reconocimiento de la potestad para establecer
figuras diferentes de las diseñadas en la propia Ley en
favor de las Comunidades Autónomas», de acuerdo con
lo previsto en el art. 21.2.

De todo lo expuesto se desprende que, al aludir la
infracción primera de las previstas en el art. 38 LCEN
a «espacios naturales protegidos», podría plantearse la
duda de si se está refiriendo exclusivamente a los espa-
cios naturales protegidos que prevé en su art. 12 y define
y regula en los siguientes, con exclusión de aquellos
otros que, como reconoce el art. 21.2 LCEN, puedan
establecer las Comunidades Autónomas. Y en este sen-
tido, sin perjuicio de lo que después se razonará, una
vez examinada la correspondiente infracción tal como
es tipificada en la Ley autonómica, no puede afirmarse
sin más que las infracciones muy graves a que venimos
aludiendo coincidan totalmente en su contenido, pues
ello no se ajusta a la realidad.

7. Pasando ya al examen de la infracción tipificada
en el número 4 del art. 112 de la Ley autonómica, la
misma se refiere, como expusimos, a «Áreas de Pro-
tección de la Fauna Silvestre». Estas áreas son reguladas
en el Capítulo IV del Título II de la Ley autonómica, que,
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en su art. 22.1, viene a considerarlas como: a) las zonas
expresamente determinadas como tales en los espacios
naturales protegidos, en la forma que se determine en
los respectivos planes de ordenación de los recursos
naturales u otros instrumentos de planificación y gestión,
y b) aquellas áreas delimitadas por la Comunidad Autó-
noma mediante decreto, conforme al régimen que en
el mismo se establezca, incluidas las zonas de especial
protección para las aves y las áreas determinadas en
los planes de recuperación, conservación y manejo de
las especies amenazadas. De este modo, podrían dis-
tinguirse dos categorías dentro de las mencionadas
áreas, constituida la primera por aquellas zonas que se
incluyen dentro de los espacios naturales protegidos
(conforme a lo determinado en los correspondientes ins-
trumentos de planificación y gestión), y la segunda por
aquellas otras zonas, distintas de las anteriores, confor-
me al régimen que se establezca, de manera que esta
segunda categoría o modalidad puede comprender áreas
territoriales no incluidas en espacios naturales protegi-
dos o, por lo menos, en los espacios naturales protegidos
a que se refiere el art. 12 LCEN.

De todo ello se deriva que sólo podemos considerar,
a los efectos del presente proceso constitucional, que
existe coincidencia entre la infracción primera de las
previstas en el art. 38 LCEN y la recogida en el número 4
del art. 112 de la Ley autonómica en cuanto que ésta
se refiera a las áreas de protección de la fauna silvestre
que se encuentren incluidas dentro de los espacios natu-
rales protegidos que prevé el art. 12 LCEN. Solución
que, por lo demás, responde a criterios lógicos, puesto
que si el art. 21.2 LCEN permite que las Comunidades
Autónomas puedan establecer otras figuras distintas de
las recogidas en el citado art. 12 LCEN, regulando sus
correspondientes medidas de protección, puede resultar
en ocasiones incoherente con la intención autonómica,
teniendo en cuenta las singulares características de cada
figura de protección establecida, el que necesariamente
hayan de constituir «espacios naturales protegidos» a
los efectos de la primera de las infracciones del art. 38
LCEN, con las consecuencias pertinentes.

8. Ningún problema plantea, por el contrario, la coin-
cidencia entre la infracción séptima de las tipificadas
en el art. 38 LCEN y la recogida en el número 2 del
art. 112 de la Ley autonómica, en cuanto que el con-
tenido de ésta aparece englobado de forma práctica-
mente literal en el más amplio que refleja la primera,
refiriéndose ambas, en definitiva, a la destrucción del
hábitat de especies en peligro de extinción, en particular,
del lugar de reproducción, invernada, reposo, campeo
o alimentación, sin que, teniendo en cuenta la regulación
contenida en los art. 29 y 30 LCEN y 16 y 17 de la
Ley autonómica, así como las declaraciones contenidas
en el fundamento jurídico 25 de la STC 102/1995, ofrez-
ca problemas la referencia común a «especies en peligro
de extinción».

Finalmente, en cuanto a la coincidencia entre la infrac-
ción administrativa sexta de las tipificadas en el art. 38
LCEN («La destrucción, muerte, deterioro, recolección,
comercio, captura y exposición para el comercio o natu-
ralización no autorizadas de especies de animales ... cata-
logadas en peligro de extinción ..., así como la de sus
propágulos o restos») y la tipificada en el número 1 del
art. 112 de la Ley autonómica («La captura, tenencia,
destrucción, transporte, muerte, deterioro, recolección,
comercio, exposición o naturalización, no autorizadas,
de especies de animales catalogadas en peligro de extin-
ción, así como de sus restos, sus huevos, larvas y crías»),
se aprecia que esta configuración de la infracción, con-
tenida en la Ley autonómica, viene referida a determi-
nadas conductas que son idénticas a la infracción muy
grave sexta de la tipificación estatal, sin que desvirtúe
esta identidad de conductas, a efectos de la coincidencia
de regulaciones que ahora examinamos, la inclusión por

la norma autonómica de dos concretas actividades o
conductas no comprendidas en el precepto básico esta-
tal, como son la tenencia y el transporte no autorizados
de las especies de fauna catalogadas como en peligro
de extinción, toda vez que no sería conforme a la finalidad
protectora perseguida por la norma el que tales con-
ductas gozasen de una mayor benignidad en su represión
que el resto de las actividades infractoras de naturaleza
similar, en cuanto atentatorias a la preservación de dicha
fauna animal y de sus hábitats naturales, por concurrir
en dicha fauna silvestre una especial vulnerabilidad, al
catalogarse como «en peligro de extinción», objeto de
la infracción muy grave que ahora consideramos. Ello
sin perjuicio de que este pronunciamiento se circunscriba
de modo exclusivo al ámbito propio del recurso de
inconstitucionalidad que decidimos, es decir, desde la
única y limitada perspectiva de la sustancial coincidencia
de la regulación sancionadora, en una consideración fina-
lista, entre la infracción descrita en la norma básica esta-
tal y la contenida en el precepto autonómico objeto de
nuestro enjuiciamiento.

Por otra parte, y teniendo en cuenta sobre todo lo
previsto en el art. 31.1 b) LCEN que, en relación con
las especies de animales catalogadas en peligro de extin-
ción, extiende su protección a sus larvas, crías o huevos,
debe entenderse que el precepto estatal básico incluye
en su contenido tales aspectos, que aparecen reflejados
expresamente en el precepto autonómico, existiendo,
por tanto, coincidencia entre ambos al respecto. Por lo
demás, ningún problema plantea la coincidencia entre
ambos preceptos en cuanto a la alusión común a espe-
cies de animales catalogadas en peligro de extinción,
tanto por las circunstancias expuestas anteriormente
como por lo que ya se expresara, sobre la catalogación,
en las SSTC 196/1996, de 28 de noviembre (FJ 4),
y 16/1997, de 30 de enero (FJ 4).

9. Partiendo de estas consideraciones, hemos de
entrar, pues, en el examen de la constitucionalidad de
los anteriormente expresados preceptos de la Ley auto-
nómica referentes a su régimen de infracciones y san-
ciones. No obstante, conviene exponer brevemente nues-
tra doctrina general en relación con tales aspectos.

Ante todo, como recuerda la STC 16/1997, de 30
de enero (FJ 2), en la STC 102/1995 declaramos el
carácter básico de las normas sancionadoras contenidas
en los arts. 38 y 39 LCEN. Ahora bien, como señala
la STC 196/1996, de 28 de noviembre (FJ 2), en el
ámbito del art. 149.1.23 CE la legislación básica posee
la característica técnica de normas mínimas de protec-
ción que permiten normas adicionales o un plus de pro-
tección, de forma que la legislación básica del Estado
no cumple en este caso una función de uniformidad
relativa, sino más bien de ordenación mediante mínimos
que han de respetarse en todo caso, pero que pueden
permitir que cada una de las Comunidades Autónomas,
con competencias en la materia, establezca niveles de
protección más altos, que no entrarían por sólo eso en
contradicción con la normativa básica del Estado sobre
protección del medio ambiente, siendo el sentido del
texto constitucional el de que las bases estatales son
de carácter mínimo y, por tanto, los niveles de protección
que establecen pueden ser ampliados o mejorados por
la normativa autonómica. En definitiva, la protección con-
cedida por la Ley estatal puede ser ampliada y mejorada
por la Ley autonómica; lo que resulta constitucionalmen-
te improcedente es que resulte restringida o disminuida.

Comenzando por lo previsto en el art. 103.1 de la
Ley autonómica, es claro que establece un plazo de pres-
cripción de las infracciones muy graves de tres años,
sensiblemente inferior al previsto para tales infracciones
en el art. 41.1 LCEN de cuatro años. Ello determina,
en los aspectos en que existe coincidencia entre las
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infracciones primera, sexta y séptima del art. 38 LCEN
(que han de calificarse como muy graves conforme a
su art. 39.2) y los núms. 4, 1 y 2, respectivamente, del
art. 112 de la Ley autonómica, que se hayan vulnerado,
como señala el recurrente y de acuerdo con lo previsto
en la Disposición adicional quinta LCEN, las previsiones
del art. 149.1.23 CE, que atribuye al Estado competencia
para dictar la legislación básica sobre protección del
medio ambiente, siendo indudable, conforme a lo que
anteriormente exponíamos, que el mencionado art. 41.1
LCEN tiene carácter básico, con fundamento en el citado
precepto constitucional, en la medida en que establece
un plazo de prescripción para las infracciones muy graves
que no puede ser acortado por las Comunidades Autó-
nomas.

En consecuencia, hemos de declarar que es incons-
titucional el art. 103.1 de la Ley autonómica impugnada,
en cuanto que establece un plazo de prescripción de
tres años para las infracciones administrativas muy gra-
ves contenidas en los números 1, 2 y 4 del art. 112
de la mencionada Ley.

10. Finalmente, hemos de pronunciarnos sobre la
alegada inconstitucionalidad del art. 113 c) de la Ley
autonómica, en cuanto dispone que las infracciones muy
graves serán sancionadas con multa de 1.000.001 a
50.000.000 de pesetas, mientras que el art. 39.1 LCEN,
norma básica de conformidad con la Disposición adi-
cional quinta de la misma Ley, prevé para tales infrac-
ciones muy graves la imposición de multa en cuantía
de 10.000.001 a 50.000.000 de pesetas.

Como dijimos en la STC 156/1995, de 26 de octubre
(FJ 8), y reiteramos en las SSTC 196/1996, de 28 de
noviembre (FJ 3), y 16/1997, de 30 de enero (FJ 2),
teniendo en cuenta que el art. 149.1.23 CE permite al
Estado establecer en materia de medio ambiente, con
carácter básico, una protección mínima que debe ser
común a todo el territorio nacional, si el legislador auto-
nómico suprimiere las infracciones muy graves decla-
radas como tales por la norma estatal básica o redujere
sensiblemente la cuantía de la sanción que ésta esta-
bleciere para cada una de ellas, habría vulnerado tal
normativa básica (en este caso, la LECN), con la con-
siguiente infracción del orden constitucional de distri-
bución de competencias que resulta del citado art.
149.1.23 CE.

Como hemos razonado, se aprecia una sustancial dis-
cordancia entre la cuantía mínima de la multa con que
se conminan las infracciones muy graves por la Ley mur-
ciana, y la prevista para las mismas infracciones en la
Ley básica estatal (LCEN), por lo que hemos de con-
siderar inconstitucional el art. 113.c) de la Ley autonó-
mica, en cuanto que señala una multa de 1.000.001
a 50.000.000 de pesetas, para las infracciones muy gra-
ves tipificadas en el art. 112, núms. 1, 2 y 4; si bien
debemos precisar que, como antes expusimos, la incons-
titucionalidad de este precepto, en relación con el art.
112.4 de la Ley impugnada, ha de contraerse a las infrac-
ciones administrativas que alteren las condiciones de
habitabilidad solamente de aquellas áreas de protección
de la fauna silvestre incluidas o acotadas dentro de los
espacios naturales protegidos previstos en el art. 12
LCEN, es decir, las áreas que se declaren al amparo
de la modalidad prevista en el art. 22.1 a) de la Ley
autonómica, objeto del recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de inconstituciona-
lidad promovido por el Presidente del Gobierno contra
diversos preceptos de la Ley de la Asamblea Legislativa

Regional de Murcia 7/1995, de 21 de abril, sobre fauna
silvestre, caza y pesca fluvial, y en consecuencia:

1.o Declarar que es inconstitucional y nulo el párrafo
primero del artículo 27 de la mencionada Ley, en cuanto
establece que podrán ser objeto de comercialización,
en vivo o en muerto, las siguientes especies incluidas
en el Anexo III de la referida Ley: paloma bravía, tórtola
común, tórtola turca, zorzal real, zorzal común, zorzal
alirrojo, zorzal charlo, estornino pinto, estornino negro,
jilguero, pardillo, verderón, verdecillo (entre las especies
cazables y capturables), y el black-bass o perca ame-
ricana (entre las especies pescables).

2.o Declarar inconstitucional y nulo el artículo 103.1
de la referida Ley autonómica en cuanto establece un
plazo de prescripción de tres años para las infracciones
administrativas muy graves previstas en el artículo 112,
números 1, 2 y 4 de dicha Ley, si bien con la precisión,
en cuanto a este último número, efectuada en el fun-
damento jurídico 10 de esta Sentencia.

3.o Declarar inconstitucional y nulo el artículo 113 c)
de la Ley autonómica impugnada, exclusivamente en
cuanto señala como cuantía mínima de la multa para
las infracciones muy graves la cantidad de un millón
una pesetas (1.000.001 pesetas), con la misma previ-
sión, en cuanto a la infracción muy grave del artícu-
lo 112.4 de dicha Ley, contenida en el fundamento jurí-
dico 10 de esta Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de septiembre de dos
mil dos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo
García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María
Emilia Casas Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Elisa
Pérez Vera.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Eugeni
Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

19483 Pleno. Sentencia 167/2002, de 18 de sep-
tiembre de 2002. Recurso de amparo avo-
cado 2.060/98. Promovido por don Jaime
Jesús Serrano García y otro frente a la Sen-
tencia de la Audiencia Provincial de Alicante
que les condenó, en grado de apelación, por
un delito contra la propiedad intelectual.
Vulneración de los derechos al secreto de las
comunicaciones, a un proceso con garantías
y a la presunción de inocencia: intervención
telefónica autorizada sin motivación, aunque
proporcionada, y ejecutada sin control judicial;
condena fundada en pruebas ilícitas, y pro-
nunciada en apelación sin haber celebrado
vista pública. Apartamiento de la doctrina
constitucional. Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Presidente; don
Pablo García Manzano, don Pablo Cachón Villar,
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo Jimé-
nez Sánchez, doña María Emilia Casas Baamonde, don
Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, don Roberto
García-Calvo y Montiel y don Eugeni Gay Montalvo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo avocado al Pleno núm.
2.060/98, promovido por don Jaime Jesús Serrano Gar-


